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			Prólogo


			María Alejandra Vitale


			Rutinas del mal. Estudios discursivos sobre archivos de la represión reúne resultados de dos proyectos de investigación, subsidiados por la Universidad de Buenos Aires y la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica, centrados en el archivo de la Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provincia de Buenos Aires (DIPBA) y el de la Dirección General de Informaciones (DGI) de la Provincia de Santa Fe.(1)


			La DIPBA fue creada en 1956, bajo la llamada “Revolución Libertadora”, y fue cerrada en 1998. El edificio donde funcionó y su archivo (que heredó algunos legajos de anteriores dependencias de “orden social y político”, fechados desde 1932) fueron cedidos en 2000 a la Comisión Provincial por la Memoria y en 2003 el archivo fue abierto a su consulta pública.(2) La DGI fue abierta en 1966, bajo la autodenominada “Revolución Argentina”, y funcionó hasta 1993.(3) El organismo, que hasta 1973 funcionó en la ex legislatura provincial para luego trasladarse a la Casa de Gobierno, poseía una doble dependencia: del gobernador de la provincia y de la Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE). En 2006 se creó el Archivo Provincial de la Memoria (APM) de Santa Fe. Tres años después recibió el archivo de la DGI que desde 1991 estaba en el Archivo Intermedio dependiente del Archivo General de la Provincia. En 2011 se reglamentó el uso y acceso público. 


			El archivo de la DGI fue producido por agentes de inteligencia que, si bien se relacionaron con la policía de Santa Fe, no pertenecieron a ella sino que fueron en su mayoría militares retirados del Ejército. El archivo de la DIPBA, en cambio, fue producido por un grupo de inteligencia policial que también se involucró en prácticas represivas y, si bien mantuvo contacto con la SIDE, no funcionó como una delegación de esta institución, como hizo la DGI. Por otra parte, el territorio de actuación de los agentes fue más acotado en la DGI; la estructura de la DIPBA, por su parte, tuvo mayor complejidad y sus miembros fueron más numerosos. Las diferencias entre ambos archivos y sus grupos productores, que serán mencionadas en algunos capítulos del libro, han incidido en sus discursividades.


			El marco teórico general de los trabajos aquí publicados es el análisis del discurso practicado en el ámbito francófono (Amossy, 2000; Maingueneau, 2014), entendido como espacio pluridisciplinario que conjuga diversas ramas de estudio del lenguaje con las ciencias humanas y sociales (Maingueneau, 2011). Los proyectos de investigación de los que parten conciben a los grupos productores de aquellos archivos como comunidades discursivas vinculadas con determinadas identidades enunciativas y memorias discursivas (Vitale, 2016). Estas comunidades son estudiadas no solamente en su dimensión verbal sino también visual y verbovisual, lo que lleva a convocar, en especial, a los estudios visuales y a la semiótica de la imagen. Al respecto, se plantea que a las comunidades discursivas de inteligencia les son inherentes determinados regímenes escópicos (Jay, 2003) y que ellas no son espacios cerrados ni homogéneos sino que entablan relaciones de antagonismos, tensiones o alianzas con otras comunidades, lo que les permite configurarse a ellas mismas como comunidad, de modo que la heterogeneidad las atraviesa.


			El título del libro, Rutinas del mal, alude al peso de los géneros instituidos (Maingueneau, 1998) en el discurso burocrático de los organismos estatales de inteligencia, a los que les corresponde un ethos burocrático-experto y un decir desapasionado que busca la objetividad, la imparcialidad y la neutralidad (Chiavarino, 2017; Bettendorff, 2018; Vitale, 2016a). Se trata de una imagen de sí que se corresponde con lo que Maingueneau (2007), por su parte, llamó ethos administrativo, en un trabajo donde analizó el discurso de la policía francesa ante la mayor razia de judíos organizada por ella durante la ocupación nazi, “la rafle du Vél d’Hiv”. Sin embargo, como algunos de los aportes de este libro demuestran, el decir burocrático de los organismos de inteligencia es dislocado y desestabilizado, sea, por ejemplo, mediante la irrupción de las emociones, la ironía o la mezcla de las voces y los puntos de vista de los vigiladores y vigilados.


			El sintagma “archivos de la represión”, incluido en el subtítulo, no es ajeno a las disputas por la asignación del sentido de las palabras; en efecto, puede limitarse a los fondos documentales producidos por las instancias represivas legales o ilegales de las fuerzas de seguridad o referirse también a objetos y documentos incautados a las víctimas (da Silva Catela, 2002). 


			Con un total de diez capítulos, el libro consta de tres grupos de textos. El primero incluye reflexiones sobre las nociones de archivo/archivos de la represión y comunidad discursiva. Alex Colman, en el capítulo 1, “Los archivos (de la represión)”, se interesa en una problematización teórica de la noción de archivo y su vínculo con el poder. Hace así un recorrido crítico por las aproximaciones de la archivística, de Jacques Derrida, Michel Foucault y del análisis del discurso francófono. Asimismo, se refiere a los archivos de la represión e historia reciente; el pensarlos como condición de posibilidad de las prácticas represivas motiva la reseña de la producción del equipo de investigación del que parte este libro.


			Los otros dos capítulos focalizan el archivo de la DGI y contemplan una comparación con el archivo de la DIPBA. María Alejandra Vitale, en el capítulo 2, “Comunidad discursiva e ironía en un servicio de inteligencia”, articula el concepto de comunidad pensado por Roberto Esposito y Jean-Luc Nancy con la noción de comunidad discursiva de Dominique Maingueneau. Acuña así el término relaciones intercomunitarias con referencia a las relaciones de alianza o antagonismo con otras comunidades en las que una comunidad discursiva se constituye como tal, lo que cuestiona su homogeneidad. Con el propósito de avanzar en la comprensión del papel que cumplen ciertas figuras retóricas en la conformación de las comunidades discursivas, analiza el uso de la ironía en la DGI, no empleada en la DIPBA. Mariano Dagatti, en “La inteligencia estudiantil, la desinteligencia represiva. Los mundos antiéthicos de la DGI en la Provincia de Santa Fe (1968-1972)”, el capítulo 3, caracteriza la imagen que en cuanto antiethos se construye de los estudiantes como alteridad política del mundo éthico de la DGI. Indaga cómo la eficacia “subversiva” en el ámbito estudiantil conduce a los espías-informantes a una crítica interna de las fuerzas de seguridad y de los aparatos ideológicos del Estado, lo que permite distinguir un mundo antiéthico externo (el estudiantil) de un mundo antiéthico interno (el burocrático, el del funcionariado) e interrogarse sobre los límites de las comunidades discursivas. 


			Los siguientes cuatro capítulos analizan los dislocamientos de los informes de inteligencia en relación con la normativa de la DIPBA sobre su redacción (Vitale, 2006a) –que demuestran que las prácticas de escritura de los agentes no siempre se adecuaron a esa normativa– y el uso de estereotipos sociales para referirse a las mujeres. En efecto, Nicolás Chiavarino, en “Un control apasionado. Apuntes sobre las emociones en el discurso de inteligencia ante el campo editorial y literario”, el capítulo 4, describe diferentes modos en que se presenta la dimensión emotiva en documentos de inteligencia del archivo de la DIPBA, relativos a la vigilancia al campo cultural argentino entre las décadas de 1960 y 1970, para lo cual se basa en especial en las propuestas de Plantin (2014). En el capítulo 5, “Escenas de expectación: imagen de sí y corporalidad del agente de inteligencia en informes sobre funciones de cine y teatro”, Paulina Bettendorff analiza cómo el espacio de exhibición de un espectáculo afecta al yo que lo vigila. De esta manera, en los informes se conforma un ethos híbrido que conjuga diversas imágenes de sí: la del agente administrativo-policial, la del espectador, cuya posición se hibrida con la del resto de los espectadores, y la del crítico de espectáculos. Laura Bonilla, en “Imágenes sobre las mujeres en torno a la vigilancia a la Unión de Mujeres Argentinas”, el capítulo 6, caracteriza el ethos colectivo que esa agrupación construyó de sí misma en documentos propios encontrados en el archivo de la DIPBA, en los que retoma los estereotipos hegemónicos sobre la mujer –la maternidad como destino ideal–, junto con elementos que desestabilizan ese discurso –la defensa de las luchas de las trabajadoras, el antiimperialismo–. A su vez, esa imagen es contrastada con la que la DIPBA construyó sobre las vigiladas, basada en demitificar al colectivo como una pantalla del Partido Comunista. En el capítulo 7, “El policía en asamblea. Heterogeneidad enunciativa de los informes de inteligencia en Astillero Río Santiago”, Florencia Magnanego analiza, para el período 1957-1975, cómo es dislocado el informe de inteligencia en cuanto espacio monológico. Caracteriza así diversos procedimientos de cita que entraman la voz de los vigilados con la del agente y los modos en que, en ocasiones, se manifesta implícitamente que este integra con los trabajadores vigilados un mismo colectivo vinculado con el peronismo ortodoxo. 


			Por último, un grupo de tres textos estudia fotografías preservadas en el archivo de la DIPBA. María Ledesma, en el capítulo 8, “Tres décadas de vigilancia policial en las manifestaciones públicas. Una mirada sobre el archivo de la DIPBA”, interroga la mirada de quien mira el archivo para pensarla desde una política de la memoria. Caracteriza, asimismo, la memoria discursiva visual de la comunidad DIPBA y rastrea, en el período 1957-1993, los tópicos que recoge el encuadre: el de los oradores, los “recortados entre la multitud”, los figurantes y los objetos. Descubre que la mayoría de las fotografías no se insertan específicamente en el concepto de vigilancia sino en la mirada del cronista. María Elsa Bettendorff, en “Memoria escópica de la vigilancia. Sobre la fotografía policial en el archivo de la DIPBA”, el capítulo 9, estudia siete conjuntos de fotografías producidas entre 1962 y 1997 para carcterizar lo que denomina memoria escópica de la comunidad, definida como la reiteración o el reacomodamiento de una determinada mirada institucional en las producciones visuales de una comunidad discursiva en distintas coyunturas históricas. Finalmente, en el capítulo 10, “Campo, contracampo, fuera de campo. Espionaje y mirada de la DIPBA sobre la Unión de Mujeres Argentinas”, Julia Kratje se concentra en fotografías secuestradas a mujeres de esa organización. Con una perspectiva feminista, indaga en el régimen escópico de la DIPBA en contraposición con el de las vigiladas.


			Con la convicción de que el diálogo interdisciplinario ilumina objetos complejos a la vez que enriquece las propias disciplinas, este libro busca, desde el espacio científico-académico, no solo aportar al conocimiento actual sobre los archivos de la represión en Argentina sino también mantener vivas las memorias (Jelin, 2017) críticas sobre las dictaduras y el terrorismo de Estado. En este sentido, interpela tanto a los lectores de la comunidad académica como a la ciudadanía comprometida contra la violación de los derechos humanos y en el debate público sobre el devenir político del presente.


			Aclaración


			A lo largo del libro todas las citas provenientes de la Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provincia de Buenos Aires (DIPBA) y de la Dirección General de Informaciones (DGI) de la Provincia de Santa Fe se transcriben respetando los enunciados originales, incluidos los errores de ortografía y el tipo de grafía.


			Bibliografía


			Amossy, R. (2000). L’argumentation dans le discours. Discours politique, littérature d’idées, fiction. París: Nathan.


			Águila, G. (2013a). “Las tramas represivas: continuidades y discontinuidades en un estudio de caso. La Dirección General de Informaciones de la Provincia de Santa Fe, 1966-1991”, en Sociohistórica 31, s/n de págs. Disponible en: http://www.memoria.fahce.unlp.edu.ar/art_revistas/pr.5742/pr.5742.pdf
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					1. Sobre el equipo de investigación que implementa estos proyectos y sus publicaciones, ver el sitio web del GIAR (Grupo de Investigación en Archivos de la Represión): www.grupoinvestigacionarchivosdelarepresion.wordpress.com


				


				

					2. Sobre la historia de la DIPBA y su archivo ver Flier (2006) y Funes (2004). 


				


				

					3. En 1971, se creó la Central de Inteligencia de la Provincia (CIP), a la que se subordinó la DGI; a partir de 1976, la CIP desapareció de hecho y la DGI quedó como el único organismo de inteligencia. Ya en democracia, el director de la DGI informó, en 1985, que el organismo estaba reducido al cumplimiento de tareas administrativas y de mantenimiento. Sobre la historia de la DGI y su archivo ver Águila (2013a) y sobre los servicios de inteligencia como parte de los dispositivos represivos ver Águila (2013b).


				


			


		




		

			Capítulo 1


			Los archivos (de la represión)


			Alex Colman


			En este trabajo realizamos una reseña general sobre la noción de archivo.(1) Desde la perspectiva del recorrido que este concepto ha sufrido en las últimas décadas, nuestro interés es desplazarnos hacia el campo de discusiones abierto en la investigación social a partir de los procesos de desclasificación y apertura de los llamados archivos de la represión,(2) acervos documentales de las instituciones represivas legales e ilegales que se han constituido como espacios de disputa entre memorias sociales sobre el pasado reciente (Jelin, 2002a, 2017). La importancia de esta relación se fundamenta en el hecho, señalado por diversos autores, de que el descubrimiento de este tipo de acervos ha sido un punto de inflexión en el interés en torno a la función de los archivos en las estructuras de poder contemporáneas (Derrida, 1996; Eliassen, 2010).


			Si el archivo se constituye como objeto de estudio con la consolidación disciplinar de la archivística, diversos analistas han señalado las continuidades de largo alcance en el registro y mantenimiento de la documentación a lo largo de toda la historia de las formaciones sociales estatales. En un clásico libro originalmente publicado en 1972, Ernst Posner (2003: 3) ha señalado la existencia de sistemas burocráticos de organización, administración y producción masiva de documentos sin los cuales el funcionamiento de los imperios antiguos no hubiese sido factible. Por su parte, Jack Goody (1990: 120) mantiene que “la escritura no era esencial para el desarrollo del estado pero sí para el de cierto tipo de estado: el burocrático”, destacando la importancia de la contabilidad, del sistema censal y de impuestos, y el desarrollo de complejos sistemas de calendario dependientes de la representación gráfica en distintas sociedades arcaicas. El carácter de la documentación registrada en estos archivos antiguos muestra la convergencia de una multiplicidad de inscripciones: “comerciales, tributarias, gubernamentales, jurídicas, diplomáticas, religiosas e incluso literarias” (Tello, 2018a: 60).


			Sin embargo, y si bien entre los siglos XVI y XVIII aparecen, de forma fragmentaria y discontinua, una serie de tratados que pueden ser pensados como antecedentes de la archivística moderna, es recién en el transcurso del siglo XIX cuando la noción de archivo adquiere un estatuto científico convencional. Entre las producciones aparecidas durante ese último siglo, los expertos coinciden en señalar la publicación, en 1898, del Manual para la clasificación y descripción de los archivos o Manual holandés, como la cristalización de un conjunto de definiciones y conceptos que posibilitan la emergencia de una ciencia moderna de los archivos. Constituye por lo tanto una especie de origen y principio sobre el cual se apoyará la disciplina archivística durante el siglo XX y, posteriormente, la problematización teórica contemporánea sobre el archivo.


			Sobre la noción de archivo


			El archivo en la archivística


			Entre los estudiosos de la archivística existe consenso sobre la división en dos grandes etapas de la evolución de dicha área disciplinar (Dorado Santana y Mena Mugica, 2009). Desde la publicación del Manual holandés hasta los años ochenta, la archivística definió su objeto como el conjunto de los documentos creados o recibidos por una administración o por una oficina, identificando al objeto físico como entidad básica. La noción de archivo remite aquí a un lugar específico donde se deposita la documentación de una institución o un determinado funcionario. Esta consideración del archivo como sitio se articula con una concepción del mismo como “todo orgánico”, esto es, como estructura compuesta por partes relacionadas y dependientes entre sí en una constitución original. En este contexto, el control y descripción de la documentación se realiza según una forma de clasificación “natural”, desprendida de la organización creada por el sujeto productor de los documentos, forma que instituye al archivo como entidad dotada de coherencia interna (Tello, 2018a: 19). 


			Los principales principios metodológicos para la clasificación y descripción de acervos son, en esta etapa, el “principio de procedencia” y el “principio de orden natural”. Desde la publicación del Manual holandés, ambos recibieron amplia difusión, constituyéndose en reglas básicas de la archivística durante gran parte del siglo XX.


			El principio de procedencia (respect des fonds) es una expresión nacida a mediados del siglo XIX en Francia que designa el principio según el cual los documentos de archivo deben ser agrupados con aquellos que provienen de un mismo organismo (Duchein, 1998: 87). Este principio fue formulado por primera vez en una circular de 1841 del Ministerio del Interior francés destinada a los archivistas de los departamentos gubernamentales. Dicha circular definía los fondos archivísticos como todos aquellos documentos provenientes de un cuerpo, un establecimiento, una familia o un individuo. El principio de procedencia remite entonces a la práctica de reunir el conjunto de documentos procedentes de una misma entidad, ordenándolos según criterios determinados, cuestión que plasma un orden de la documentación en el archivo.


			Por su parte, el principio de orden natural se origina como corolario del principio de procedencia. Denominado también “principio de estructura” o “principio de respeto del orden original”, fue formulado en Italia en 1875 bajo la iniciativa del archivista Francesco Bonaini con el nombre de “metodo storico”. En 1881, Max Lehmann formuló una regla similar bajo el nombre de “Registraturprinzip” (Duchein, 1998: 88). Este principio se fundaba en la creencia de que, si se respetaba la forma de organización del sistema de documentación original, esto permitiría explicar y reconstruir el contexto originario de la documentación.


			Como reconocen varios autores, existe una nítida imbricación y correspondencia entre la práctica y la teoría archivística y el discurso historiográfico decimonónico, en tanto ambos suponen una concepción lineal y progresiva de la historia humana (Posner, 1985), y se ha subrayado que la doble inscripción de los archivistas como historiadores profesionales ha condicionado la selección documental (Ridener, 2007: 5).


			En esta relación entre archivística y discurso historiográfico, los principios de procedencia y orden natural contribuyeron a instalar “un sentido común sobre las funciones del archivo y la administración de los registros en la formación del conocimiento y el progreso científico” (Tello, 2018a: 24). Esta visión se consolida con la introducción, en 1922, de un enfoque de corte positivista que considera los documentos archivísticos como evidencia de los actos de sus productores, evidencia cuyo sentido es definido por el grupo o persona que los crea. En esta perspectiva, inaugurada por el archivista británico Hilary Jenkinson, la archivística es subordinada a la disciplina histórica, cristalizando una concepción del archivero como “pasivo e imparcial guardián de la evidencia atesorada en los documentos” (Dorado Santana y Mena Mugica, 2009: 5). La publicación en 1956 de Archivos modernos. Principios y técnicas, de Theodore Schellenberg, añadirá una jerarquización valorativa de la documentación según dos órdenes: un valor primario, correspondiente a la importancia de los documentos para su productor original, y dos valores secundarios relativos a la evidencia en torno a la organización y funcionamiento del grupo o entidad que los produjo, y a la información sobre distintas cuestiones vinculadas. En la concepción de Schellenberg, los valores secundarios –evidenciales o informacionales– de la documentación deben ser definidos por el abordaje que hace el archivista u otro usuario especializado distinto del sujeto productor (Stapleton, 1983: 82).


			De esta manera, durante el siglo XX la práctica histórica e historiográfica contribuyó a definir las expectativas y el campo de la archivística. Las mutaciones producidas en el uso de los archivos como fuente de documentación histórica a lo largo del tiempo establecieron asimismo las aproximaciones y los criterios de conservación y acceso a los acervos, así como sus formas de ordenamiento y clasificación (Ridener, 2007: 10).


			La segunda gran etapa en la evolución de la disciplina archivística se desarrolla a partir de los años ochenta con un cambio paradigmático que produjo la reformulación de sus principales fundamentos. Esta alteración fue influida por el auge del pensamiento posmoderno y, por otro lado, por transformaciones en el campo de la política mediante las que la “rendición de cuentas” (accountability) pasó a constituir uno de los elementos centrales de los discursos políticos contemporáneos. En este contexto, la problemática del acceso a los archivos irrumpe en el escenario político con el propósito de controlar los abusos de poder y garantizar la transparencia de gobierno.


			Una de las transformaciones sustanciales de este cambio de paradigma tuvo que ver con el pasaje desde un enfoque centrado en el servicio al Estado hacia una perspectiva orientada a la sociedad que produjo los archivos. Esta concepción implicó un cambio de orientación en torno al valor contemporáneo de los documentos, abriendo a su vez el campo de acervos disponibles para la práctica disciplinar, el cual hasta ese momento se encontraba centrado en la actividad gubernamental. De esta forma, archivos de documentos personales, producciones visuales y publicaciones varias pasaron progresivamente a formar parte habitual del objeto de la archivística.


			En este contexto opera una reformulación compleja de las nociones convencionales de archivo y documento, y de los principios metodológicos con los que hasta este momento se los abordaba. El concepto de archivo como sitio y como “todo orgánico” es revisado. El archivo pasa a entenderse como espacio virtual y su almacenamiento deja de ser pensado según un significado “físico”. En sintonía con este cambio, el principio de procedencia se convierte en un concepto virtual y flexible vinculado “más con la función y la actividad en lugar de con la estructura y lugar de creación de los documentos” (Dorado Santana y Mena Mugica, 2009: 12), mientras que el principio de orden natural se altera para permitir una multiplicidad de relaciones de distinto tipo, según criterios diversos.(3) Por su parte, la misma noción de documento se transforma, pasando de ser un objeto pasivo a un agente que desempeña un rol activo en la vida de las personas y las sociedades. En algunos abordajes, la agencia del documento es incluso entendida en términos de las acciones que permite o vehiculiza, generando diversos tipos de respuestas.


			Como sostenemos más abajo, estos cambios impactaron en el campo de problemáticas abiertas por los archivos de la represión. Las diferentes aproximaciones a estos acervos documentales han implicado discusiones en torno a su valor como evidencia y como fuente de investigaciones históricas, y habitualmente se han orientado en torno a sus efectos en las sociedades contemporáneas. Sin embargo, su discutido carácter patrimonial y su importancia como testimonio en el marco de procesos de justicia transicional han impactado en el despliegue de disputas que se desarrollan alrededor de sus formas de ordenamiento y acceso, incluyendo también los problemas sobre su espacio físico y conservación.


			Mal de archivo y “giro archivístico”


			La publicación de Mal de archivo. Una impresión freudiana de Jacques Derrida marcó una divisoria de aguas en el campo de la archivística. El objetivo de este escrito ha sido interpretado como un intento de proveer una descripción del pensamiento freudiano mediante una analogía con el archivo (Steedman, 1998: 66). Sin embargo, para lo que nos concierne, Derrida presenta una interpretación novedosa sobre la relación del archivo con el origen y con el poder, que aquí trataremos de manera resumida.


			La raíz etimológica de la palabra “archivo” (archeîon), arkhé, designa al mismo tiempo el “comienzo” y el “mandato”, coordinando en uno solo el principio mitológico del origen y el principio de la autoridad. Según Derrida, el poder arcóntico –relativo a los arcontes griegos o guardianes del archivo– es un poder de consignación, en tanto reúne, identifica, designa y clasifica los signos. Esta cuestión se articula con dos dimensiones más del archivo, una topológica relativa al lugar o soporte físico del archivo, a su “domicialización” (Derrida, 1995: 10); y una dimensión nomológica, dado que supone una autoridad que materializa e instancia la ley.


			Partiendo de esta definición, Derrida sostiene una concepción del archivo como violencia archivadora (archival violence). Todo archivo, según dice, es a la vez instituyente y conservador. Posee una “fuerza de ley”, que a su vez es la “ley de la casa” (oikos). Una casa, lugar o institución que se constituye como sitio de ley y recinto de archivo, a partir del cual se despliega la apropiación y distribución de las huellas, pero también su exclusión (Derrida, 1995: 12). De esta manera, “no hay archivo sin el despliegue de una violencia archivadora, de una economía de destrucción de los registros y supresión de las huellas” (Tello, 2018a: 61).(4)


			La operación violenta del archivo toma el carácter de destrucción de las huellas, pero también de olvido, “aniquilación de la memoria”. Esto supone una diferencia radical entre archivo y memoria. El archivo es entendido en un sentido general como hypómnema, “suplemento o representante mnemotécnico, auxiliar o memorándum”, y no como memoria ni como anámnēsis en tanto “experiencia espontánea, viva e interna” (Derrida, 1995: 14).(5) El archivo es materialidad, huella e inscripción, es una prótesis de la memoria que la habilita. A diferencia de la memoria, el archivo es posible solo con la consignación en un sitio externo que permite la memorización, la repetición, la reproducción o la reimpresión. Mediante este tema de la “técnica de repetición” como condición de posibilidad del archivo, Derrida introduce la problemática del soporte. El archivo es comprendido entonces como el lugar de una exterioridad, “de unos soportes sobre los cuales se inscriben e imprimen las huellas, además de estar habitado por una pulsión de muerte, esto es, por un trabajo de destrucción que realiza el archivo sobre sí mismo para, paradójicamente, preservarse” (Nava Murcia, 2012: 100). 


			En el programa de la deconstrucción, la escritura, como huella, es pensada como marca que existe de forma independiente del autor que la produce, de su instancia de inscripción y producción, pero también de su destinatario. Toda marca es descifrable más allá e independientemente de las intenciones de su sujeto productor. Por su parte, la huella “no solo es la desaparición del origen: quiere decir aquí [...] que el origen ni siquiera ha desaparecido, que nunca fue constituida salvo, en un movimiento retroactivo, por un no-origen, la huella, que deviene así el origen del origen” (Derrida, 1986: 80). A su vez, la escritura se caracteriza por su iterabilidad, noción que subraya la ausencia de destinatario y elimina cualquier garantía de la transmisión de un sentido unívoco.


			Esta cuestión se torna particularmente clara en el caso de los archivos de la represión: acervos constituidos en el pasado reciente que se han transformado en soportes de huellas que se orientan a un pasado reconstruido, y cuyo sentido actual tampoco se encuentra garantizado. Si apuntan como origen a una comunidad productora, se trata en todo caso de una operación histórica retroactiva que, a su vez, cristaliza su fundación mítica como “archivos del mal”. Ni siquiera el sentido de su “fuerza de ley” pudo ser fijado para siempre: constitutivos de la represión legal e ilegal en la historia reciente, la fuerza jurídica emanada de estos archivos hoy impacta como “efecto boomerang” (Keck y Sikkink, 1999) contra los propios represores.


			El planteo de Derrida ha tenido una influencia seminal en el discurso archivístico contemporáneo. Sin embargo, se ha mantenido que esta obra es históricamente posterior al denominado “giro archivístico” (Stoler, 2010: 471), discurso contemporáneo que ha impactado en el campo de las ciencias sociales y humanísticas.


			Eric Ketelaar (2017) ha identificado dos giros en la literatura reciente sobre archivos. La noción de “giro archivístico” parece haber sido acuñada por Ann Stoler en el área de los estudios poscoloniales y etnográficos para referirse al cambio de foco del archivo como fuente a su problematización como proceso y objeto de estudio. En palabras de Stoler (2010: 472-473), “el ‘giro archivístico’ registra un replanteamiento de la materialidad y el imaginario de las colecciones y señala qué reivindicaciones de verdad yacen en la documentación”. Se trataría, entonces, menos de un rechazo del archivo como fuente para la reconstrucción del pasado que de considerar al archivo como artefacto cultural de producción de conocimiento, hechos y taxonomías. Este problema marca el pasaje desde la mera extracción de la información documental a una “etnografía del archivo” (Dirks, 2002). En este sentido, se ha prestado atención a los procesos de producción del archivo (Hamilton et al., 2002), a su carácter monumental como proyección del poder y cohesión de grupos sociales (Papailas, 2005), así como a las distintas agencias producidas a partir de su circulación y reconocimiento (Riles, 2006). Además, se ha señalado la provisión, por parte de los estudios antropológicos, de modelos alternativos de archivo, lo que sugiere la posibilidad de pensar la propia etnografía como práctica de producción de archivos (Zeitlyn, 2012).


			En esta misma línea de estudios son parcialmente integrables las perspectivas de la “etnografía de los documentos” (Harper, 1998), un conjunto de investigaciones centradas en los efectos y afectos generados por la producción y circulación de documentación estatal, y su rol en la constitución de Estados e instituciones (Lass, 1988; Ferguson, 1990). En particular, los documentos burocráticos han sido considerados como artefactos etnográficos (Lowenkron y Ferreira, 2014) y analizados en su carácter productor de efectos de Estado, con efectos prácticos en el establecimiento de su autoridad (Nugent, 2010), pero también como artefactos que son experimentados como fenómenos cargados afectivamente (Navaro-Yashin, 2007). Así, para Matthew Hull (2012: 253) estos estudios han focalizado en el papel constitutivo que tienen los documentos en la producción de reglamentaciones, ideologías, conocimientos, prácticas, subjetividades, objetos y productos burocráticos, así como en la organización de las mismas burocracias.


			Se han identificado transformaciones similares en otras áreas disciplinares, como los estudios literarios y mediáticos, centradas en el análisis de la creación y construcción del archivo. También se ha corroborado este pasaje en el discurso historiográfico (Ketelaar, 2017). Estos últimos estudios han tomado la forma de investigaciones sobre sistemas de archivos o de análisis, y sobre la relación entre archivos y compromiso del historiador (Burton, 2005; Ramsey et al., 2009).


			El segundo giro identificado por Ketelaar plantea la problemática del archivo como metáfora, es decir, como perspectiva metodológica para el análisis de diversas entidades y procesos. En este caso, la plasticidad de la noción evoca el “desbordamiento del lugar del archivo” (Tello, 2018b: 45) que integra la herencia foucaultiana. Diversos autores se han interrogado sobre los problemas de extensión del concepto, observando que no siempre queda claro si se trata de una operación analógica, de una ficción o si realmente se plantea una equivalencia entre el archivo y los objetos de estudio (Ketelaar, 2017: 238). Carolyn Steedman (2001: 1161) ha rastreado esta problemática en la misma noción de archivo de Derrida, argumentando que en Mal de archivo la noción de arkhé parece perder su conexión con la idea de un lugar donde los documentos oficiales son guardados para transformarse en “una metáfora lo suficientemente amplia como para abarcar toda la moderna tecnología de la información, su almacenamiento, recuperación y comunicación”. Sin embargo, otros especialistas han recuperado las potencialidades del uso metafórico de archivo para la comprensión de distintos campos, como por ejemplo el de los new media (Manoff, 2010).


			El archivo en la obra de Michel Foucault


			La extensión de la noción de archivo en la segunda mitad del siglo XX ha impactado en la apertura de un conjunto de problemáticas vinculadas al archivo y su conflictiva relación con el poder, la verdad, la historia, la memoria y la democracia. Como hemos expuesto, este desplazamiento de la noción de archivo ha producido ecos en distintas áreas disciplinares de las ciencias sociales y humanas, con múltiples resonancias hasta el día de hoy.


			La crítica, tanto política como filosófica, de los efectos políticos de la documentación se desarrolla desde la primera mitad del siglo XX, como contracara de la utopía modernista y racionalista de un mundo reconciliado mediante la transparencia y el intercambio informacional, problematización que puede rastrearse en las obras de Walter Benjamin y Martin Heidegger, entre otros pensadores de relevancia (Riles, 2006: 6). 


			Sin embargo, es recién a fines de los años sesenta, en la obra de Michel Foucault, cuando la noción de archivo adquiere un estatuto filosófico. Principalmente, con la publicación de un libro perteneciente a la “etapa arqueológica” de dicho autor:(6) La arqueología del saber (1968).


			En esta obra, Foucault (2008: 169) pone en cuestión la concepción convencional de archivo como “suma de todos los textos que una cultura ha guardado en su poder como documentos de su propio pasado, o como testimonio de su identidad mantenida” o como “las instituciones que, en una sociedad determinada, permiten registrar y conservar los discursos cuya memoria se quiere guardar y cuya libre disposición se quiere mantener”. El archivo no se reduce a los sitios institucionales de documentación, ni al conjunto de los documentos depositados. En cambio, es definido como “el sistema general de la formación y de la transformación de los enunciados” (Foucault, 2008: 171). Es decir, el concepto de archivo se refiere a las condiciones históricas de existencia, de reactivación u olvido de los enunciados como acontecimientos singulares.


			Esta definición implica al menos tres ideas centrales. En primer lugar, el archivo remite a un conjunto de condiciones de posibilidad que regula la inscripción y registro de las prácticas discursivas. Es decir, el archivo como “el conjunto de los discursos efectivamente pronunciados” en una época dada (Foucault, 1994: 772) posee una positividad que reside en su propia condición de posibilidad, y que remite a la noción de a priori histórico. El a priori histórico es, precisamente, el conjunto de las condiciones históricas de posibilidad que han permitido la emergencia de ciertos enunciados y no de otros o, en otras palabras, es el conjunto de regularidades que hacen históricamente posibles los enunciados (Castro, 2004).


			En segundo lugar, esta definición de archivo implica la idea de que los enunciados tienen una regularidad, un régimen que define su aparición y desaparición como acontecimientos discursivos. Esta idea reenvía a la noción de “formación discursiva”, que puede entenderse como el conjunto de reglas históricas, definidas según coordenadas temporales y espaciales, que determinan las condiciones de ejercicio de la función enunciativa. Sin embargo, la formación discursiva como “sistema enunciativo general al que obedece un grupo de actuaciones verbales” no es el único sistema que las rige, dado que estas se encuentran definidas por otras dimensiones y vinculadas “a unos sistemas lógico, lingüístico, psicológico” (Foucault, 2008: 152).


			El análisis de las formaciones discursivas como objeto de la arqueología define cuatro direcciones que corresponden a “los cuatro dominios en que se ejerce la función enunciativa” (Foucault, 2008: 152): el dominio de los objetos, el dominio de las modalidades enunciativas, el dominio de los conceptos y el de las elecciones estratégicas. La descripción de los enunciados y de su organización a nivel enunciativo permite la identificación de las formaciones discursivas y de los tipos de discursos específicos. En este sentido, el discurso es definido como “un conjunto de enunciados en tanto que dependan de la misma formación discursiva [...]; está constituido por un número limitado de enunciados para los cuales puede definirse un conjunto de condiciones de existencia” (Foucault, 2008: 153).


			En este contexto, el análisis arqueológico interroga lo dicho a nivel de la formación discursiva a la que pertenece. La distribución y ordenamiento de los enunciados en distintas formaciones discursivas se encuentra concertado por el archivo como “ley de lo que puede ser dicho, el sistema que rige la aparición de los enunciados como acontecimientos singulares”. El archivo “es lo que en la raíz misma del enunciado-acontecimiento, y en el cuerpo en que se da, define desde el comienzo el sistema de su enunciabilidad” (Foucault, 2008: 170). Por esta razón, algunos autores sostienen que la noción de archivo en Foucault ha permitido la apertura de un campo de problemáticas asociado a la concepción de archivo como “espacio extendido de organización y distribución de las inscripciones, de las marcas registradas sobre la superficie social, y de su forma de registro” (Tello, 2016: 44).


			En un clásico opúsculo sobre la obra de Foucault, Gilles Deleuze avanza en un aspecto esencial de la noción foucaultiana de archivo: el problema de la visibilidad. Como plantea Miguel Morey (1987: 17), “lo visible y lo decible, cosas y palabras, constituirán también la doble serie que como un hilo conductor hace avanzar la lectura deleuziana de la obra de Foucault y nos ofrece, armado, el esqueleto de su dispositivo”. Según Deleuze (1987: 93), la conjunción entre hablar y ver es imposible porque el enunciado tiene su propio referencial, que no puede ser remitido a un estado de cosas o a un objeto visible. Pero “lo visible tampoco es un sentido mudo, un significado de potencia que se actualizaría en el lenguaje, como desearía la fenomenología. El archivo, lo audiovisual, es disyuntivo”. A su vez, dice este autor, lo visible y el enunciado mantienen entrecruzamientos recíprocos, se enlazan “como luchadores”, constituyendo “la verdad” en este movimiento unísono. Por último, la tercera característica de esta relación es de primacía: del enunciado sobre lo visible, de lo discursivo sobre lo no discursivo. Los enunciados “hacen ver, aunque hagan ver algo distinto de lo que dicen” (Deleuze, 1987: 96).


			Sin embargo, a la dualidad que podría observarse en la relación de no correspondencia entre lo enunciado y lo visible, Deleuze plantea que existe, en Foucault, una instancia de integración correspondiente a las relaciones de fuerza. Si los enunciados existen solo en una multiplicidad discursiva y las visibilidades en una multiplicidad no discursiva, las cuales no pueden reducirse a una unidad, “esas dos multiplicidades se abren a una tercera, multiplicidad de las relaciones de fuerza, multiplicidad de difusión que ya no pasa por dos y se ha liberado de toda forma dualizable” (Deleuze, 1987: 112-113).


			Tomando en consideración este punto de vista, y la idea de que las dos formas que componen un saber tienen que ver con una configuración de enunciados y la apertura de un campo de visibilidades, puede decirse que el archivo dispone la configuración de lo visible, enunciando lo que puede y debe ser visto, y estableciendo también cómo puede y debe ser enunciado. Es justamente en la integración que es el archivo como multiplicidad de relaciones de fuerza constituidas que se plasman los regímenes de enunciados y los regímenes de lo visible. De ahí la posibilidad de analizar los modos de ver, o “regímenes escópicos” (Jay, 2003), a partir de la inspección analítica del archivo.


			A pesar de que la noción de archivo ha sido elaborada teóricamente en La arqueología del saber y aplicada principalmente en las producciones de su etapa arqueológica, se ha sostenido que las ramificaciones de la idea de archivo atraviesan las demás etapas del pensamiento foucaultiano. En particular, la etapa genealógica, que encara el análisis de las relaciones de poder, no se desvincula del análisis arqueológico dada la relación de reciprocidad productiva entre poder y saber. Esto es particularmente visible en la elaboración del concepto de “disciplina” que realiza Foucault en Vigilar y castigar. En los enclaves disciplinarios como la escuela, el hospital o la fábrica, las disciplinas no solo someten a los cuerpos a la vigilancia y la normalización, sino que además “proceden sumergiendo a la individualidad en un campo documental. Penetran en los cuerpos mediante diversas técnicas que derivan en una constitución de corpus específicos” (Tello, 2016: 50).


			Asimismo, Foucault ha enfatizado el carácter productivo del poder disciplinario, como productor de los individuos en tanto sujetos constituidos en su relación con la norma, pero también como generador del archivo como condición de posibilidad de “las ciencias humanas y los compendios legales-normalizadores como ritual de verdad” (Botticelli, 2016: 87). Es a partir de las disciplinas y la generación de un “sistema de vigilancia, jerarquías, inspecciones, escrituras, informes” introducido desde fines del siglo XVII y durante el siglo XVIII (Foucault, 2014: 219) que se va a producir la racionalización de una economía de poder disciplinario sobre los cuerpos. Y apoyado en esta tecnología disciplinaria del trabajo, a fines del siglo XVIII emerge otra tecnología de poder que Foucault ha denominado “biopolítica”, cuyo objeto es la población “como problema a la vez científico y político” (Foucault, 2014: 222). La emergencia de la biopolítica se encuentra marcada por un proceso progresivo de estatización de lo biológico mediante controles y estadísticas sobre la población, que busca racionalizar las políticas públicas a partir de los fenómenos producidos por aquella. En este marco, el archivo es condición de posibilidad de la tecnología biopolítica, siendo transformado en el transcurso de esta introducción.


			Esta problemática, vinculada a la inscripción y registro de las individualidades en el archivo, es interesante para el análisis de los archivos de la represión, en los que se observan procesos burocráticos de conversión de los sujetos vigilados en expedientes –lo que ha sido denominado también como procesos de “legajización” (Lanteri et al., 2006)–. El registro de las prácticas de los vigilados y la conformación de corpus ordenados según una estructura de clasificación determinada posibilita un control y una supresión cuya agilidad se regula mediante determinados dispositivos retóricos y la confección de fichas autoexplicativas (González Quintana, 2008) que facilitan un repaso veloz sobre las cualidades de los vigilados. A su vez, la policía es “a la vez un aparato de disciplina y de Estado” (Foucault, 2014: 226). Punto de cruce entre la “organodisciplina” de la institución y los mecanismos estatales de regulación, es posible observar en su actividad la articulación de ambas tecnologías de poder. En este sentido, no es extraño encontrar en estos acervos legajos que manifiestan una pretensión regulatoria, expresión de políticas de control espacial-poblacional en diversos enclaves como el campus universitario (Colman, 2018b).


			La noción de archivo también ha jugado un papel en la etapa ética de Foucault, centrada en el estudio de los modos de subjetivación. Según se ha planteado, “los modos de subjetivación acontecen en una suerte de ‘afuera’ de los regímenes del archivo, alcanzado por la reflexión propia del proceso de subjetivación” (Tello, 2016: 54). En otras palabras, estos modos de subjetivación se instancian en un dislocamiento respecto de los discursos propios de una formación discursiva y de las normas vinculadas a las tecnologías de poder, mediante la relación reflexiva que entabla el sujeto consigo mismo.


			Este planteo nos retrotrae a la relación entre archivo y sujeto, cuyo vínculo aparece de forma contrastante en los análisis arqueológico y ético. Si en el primero el sujeto se vuelve una pura función vacía o una posición,(7) en el segundo la subjetivación disloca y escinde el archivo. Esta relación está en el centro del interrogante de Giorgio Agamben (2017: 179-180), cuando se pregunta: “¿Qué le ocurre al individuo viviente en el momento en que ocupa el ‘lugar vacío’ del sujeto, [...] qué significa ser sujeto de una desubjetivación? ¿Cómo puede un sujeto dar cuenta de su propia disolución?”.


			El archivo se constituye como el espacio donde el sujeto se disuelve. Pero entonces, ¿qué significa la irrupción de esa multiplicidad de voces que emergen en el archivo, y que lo atraviesan, evidenciando su constitución heterogénea?(8) Si la propia producción del archivo se consagra como proceso de desubjetivación del individuo, es la instancia de acceso y reconocimiento del archivo lo que produce la incorporación de lo subjetivo, como corporización de una multiplicidad de efectos enunciativos producidos en y por el discurso.


			El archivo en el análisis del discurso francófono


			El análisis del discurso francés es uno de los campos donde más ha impactado la problematización teórica sobre el archivo.(9) El análisis del discurso puede ser considerado como un campo heterogéneo (Maingueneau, 1993), donde las aproximaciones al archivo han influido de forma diversa. No solo han sido decisivos la apertura operada por la arqueología foucaultiana y los desplazamientos de Derrida en torno a la noción, sino también las mutaciones sufridas en el campo de la historiografía en la segunda mitad del siglo XX.(10)


			En el Diccionario de Análisis del Discurso encontramos dos entradas correspondientes a la noción de archivo. La primera recoge tres empleos diferentes de la noción. Se trata, en definitiva, de las principales acepciones del término tal como fuera formulado a lo largo de los distintos períodos de formación y constitución del análisis del discurso como campo disciplinar:


			

					El archivo como sistema general de formación y transformación de los enunciados. Esta concepción se deriva de los trabajos de Foucault reseñados más arriba, y se encuentra prolongada principalmente en los trabajos de Jacques Guilhaumou y Denise Maldidier. Según estos autores, es a partir de los dispositivos de archivo que se manifiesta la materialidad de la lengua. “Cada dispositivo de archivo establece su propia puesta en orden”, exhibe un sentido determinado e introduce las restricciones en la descripción semántica de los enunciados (Guilhaumou y Maldidier, 1990: 195).(11) Si bien no es abordado explícitamente por el Diccionario, es necesario señalar que esta variante del término se desarrolla principalmente a partir de las reformulaciones operadas por Pêcheux en torno a la noción, a principios de los años ochenta.


					El archivo como principio de construcción del corpus. En Pêcheux y Catherine Fuchs (1975) se señalan dos vías de construcción del corpus de análisis: una vía “experimental”, “por la cual el analista monta ‘una puesta en escena’ que ‘reproduce una situación concreta’”, y una vía “archivista”, donde el analista recorta el corpus entre “los enunciados que se conservaron, aquellos sobre los cuales pueden trabajar los historiadores” (Charaudeau y Maingueneau, 2005: 43).


					El archivo como conjunto de enunciados dependientes de un mismo posicionamiento. Esta concepción es introducida en los trabajos de Dominique Maingueneau de principios de los noventa. Según este autor, el archivo puede ser definido como el objeto del análisis del discurso. Tomando elementos de la etimología latina del término archivum, Maingueneau plantea que este conjunto de enunciados son a su vez inseparables “de una memoria y de instituciones que les confieren su autoridad al tiempo que se legitiman a través de ellos” (Charaudeau y Maingueneau, 2005: 43). La idea de fuente o principio, derivada de la raíz arkhé, reenvía a la idea de un punto de origen del discurso, “el imaginario constitutivo del archivo supone una relación a una fuente del sentido, la delimitación de un espacio fundador, autentificante” (Maingueneau, 1991: 22).


			


			Estas tres variantes de la noción de archivo en análisis del discurso reenvían a las distintas etapas de constitución del campo disciplinar y sus derivaciones en los años noventa. De hecho, tanto la noción de archivo como la de corpus atraviesan diversas transformaciones desde la década de los setenta en adelante. El análisis del discurso en Francia pasa del estudio de secuencias discursivas presentes en un corpus, bajo una metodología caracterizada por la extracción de secuencias propia de la “tradición lexicométrica” (Pêcheux, 2011: 228), a una operación de “lectura del archivo”. En los setenta, el análisis del discurso utilizaba series textuales impresas, “ya repertoriadas y analizadas por los historiadores”, como archivo a partir del cual recortaba su corpus (Guilhaumou y Maldidier, 1986: 43). Las prácticas de este tipo de análisis “se redujeron a poner en evidencia, sobre corpus en situación, conjuntos léxicos, sistemas de paráfrasis o sustitución, constitutivos del sentido. El resultado fueron listas y tablas semánticas en las que el sentido se ponía en referencia a un exterior ideológico” (Guilhaumou y Maldidier, 1990: 233). Se puede observar que la noción de archivo se asimilaba, así, al conjunto acumulado de series impresas del cual es posible extraer una muestra a partir de determinados procedimientos de selección, como una variante (no la única) de construcción del corpus. De esta manera, hasta los años ochenta, la preocupación por el archivo parece ser únicamente de índole metodológica, al no desarrollarse una problematización teórica de la noción.(12) 


			En los ochenta se desarrolla una nueva reflexión sobre la noción de corpus y un retorno a la concepción foucaultiana de archivo. El nuevo enfoque toma en consideración “la complejidad del hecho ‘archivístico’” (Guilhaumou y Maldidier, 1986: 43). El giro del análisis del discurso, que ahora pasa a ser considerado una disciplina interpretativa, modifica las nociones de archivo y corpus, produciendo una articulación de elementos teóricos y metodológicos ya presentes con innovaciones concernientes a la problemática de la lectura de archivos y un énfasis fortalecido respecto del tema de la heterogeneidad. Esta nueva perspectiva del análisis del discurso se dispone a enfrentar los imprevistos de la historia y del acontecimiento (Oliveira Sargentini, 2014).


			Es justamente en los trabajos de Pêcheux de esta etapa donde se registra, por primera vez en este campo, una problematización sistemática de la noción de archivo. Pêcheux (1982: 37) opera una reformulación de la noción, la cual será definida en sentido amplio como “campo de documentos pertinentes y disponibles sobre una misma cuestión”. Como se ha sostenido, dicho campo no refiere a un conjunto de documentos físicos depositados en fondos archivísticos, sino a “zonas de memoria a las que el sujeto del discurso tuvo acceso, a espacios de decir a los que ya se sometió anteriormente y, finalmente, a regiones de lo ya sabido a las cuales se afilió en otros momentos y en las que buscó ‘la voz sin nombre’ para significarse” (Pacífico y Romão, 2006: 78). Es decir que el archivo se vincula ahora a la operación de una memoria (Ferrarezi y Romão, 2007), la memoria discursiva, entendida como el “retorno, reformulación u olvido –en la actualidad de un acontecimiento discursivo– de lo ya dicho” con anterioridad (Vitale, 2018a: 38-39).


			Una de las características principales de este archivo será su apertura. De ahora en más se considera que los archivos son construidos, transformados y reconstruidos por gestos de lectura (Mittmann, 2014). En este sentido, se considera que el régimen de funcionamiento del archivo es “opaco” (Guilhaumou y Maldidier, 1986): “subyacen lecturas implícitas, silenciamientos, borraduras que tienen que ver con el trabajo de la memoria histórica y también con las gestiones de los aparatos e instituciones de poder que producen sentidos evidentes, tenidos siempre como ‘la lectura’ literal, verdadera” (Magalhães y Da Silva Sobrinho, 2014: 125). El análisis del discurso intentará producir un cuestionamiento de los efectos de evidencia y literalidad del archivo, reconstruyendo la historia de los gestos de lectura implícitos en su constitución. De esta forma, el análisis del discurso trata ahora de superar el enfoque anterior para construir “un espacio polémico de las formas de lectura, una descripción del trabajo del archivo en tanto referencia del archivo a sí mismo en una serie de coyunturas, trabajo de la memoria histórica en confrontación perpetua consigo misma” (Pêcheux, 1982: 38).


			Metodológicamente, se critica el procedimiento de análisis por etapas (reunión del corpus, descripción e interpretación), y se le opone un procedimiento “en espiral”, enfocado en la producción de nuevos corpus, la formulación de nuevas hipótesis y la apertura de nuevos trayectos de análisis del enunciado (Maldidier, 1992: 212). Se plantea que la selección y producción de un corpus, como acto de “montaje” (Glozman, 2018) es asimilable a la materialización y explicitación de las hipótesis de investigación (Courtine, 1981). El corpus pasa a ser considerado, por lo tanto, de manera dinámica, como “un sistema diversificado, estratificado, disjunto, laminado, internamente contradictorio, y no un reservorio homogéneo de informaciones o de yuxtaposición de homogeneidades contrastadas” (Pêcheux y Léon, 2011: 165). En varias aproximaciones, particularmente de los historiadores del discurso, se rechaza el corpus “construido” en función del corpus “natural”: esto es, un conjunto de enunciados emergentes del archivo a partir de los cuales se desarrolla un trabajo de tipo “configuracional” (Guilhaumou, 2002: 1).


			Sin embargo, a este despliegue de la noción de archivo se le opone otro, formulado principalmente por Maingueneau en los años noventa, que pone en consideración algunos elementos que pocos años más tarde serán articulados en la noción derrideana de archivo. Este autor se separa del abordaje realizado por Foucault y Pêcheux sobre la noción, quienes seguirían utilizándola “en la extensión de su uso habitual, que lo asocia al almacenamiento de textos, a una gestión de la memoria” (Maingueneau, 1993, s/núm. de pág.). Retomando la etimología de la palabra archeîon, Maingueneau plantea que “vinculada al arkhé, ‘fuente’, ‘principio’ y, a partir de allí, ‘comando’, ‘poder’, el archeîon es la sede de la autoridad (un palacio, por ejemplo), pero también un cuerpo de magistrados o los archivos públicos”. De esta manera, el archivo se articula con el problema del espacio, del principio y del nomos. Es decir, con la cuestión del “recinto” del poder, pero también con la función mitopoiética del archivo como fuente del sentido, y con las pretensiones de legitimidad de un cuerpo de enunciadores consagrados.


			El archivo, entonces, no remite necesariamente a discursos pasados, sino a cierto régimen de la enunciación. Como objeto del análisis del discurso, el archivo es considerado como indisolublemente social y verbal, como un dispositivo de enunciación, circulación y conservación de los enunciados que circunscriben un conjunto de inscripciones al relacionarlas con una identidad (Maingueneau, 1993).


			En un artículo posterior (Maingueneau y Cossutta, 1995: 112-113), la noción de archivo desaparece; ahora, el archeîon se pone en relación con los “discursos constituyentes” o fundadores. Los discursos constituyentes mantienen la pretensión de fundar otros discursos y no ser fundados, son a la vez auto y heteroconstituyentes, poniendo en obra una misma función en la producción simbólica de una sociedad: la función de archeîon. Los autores plantean: “El archeîon asocia así íntimamente el trabajo de fundación en y por el discurso, la determinación de un lugar asociado a un cuerpo de enunciadores consagrados y una elaboración de la memoria”. En una nota al pie, se aclara que la anterior elección del término “archivo” tuvo inconvenientes asociados a la distancia existente entre dicho concepto y el uso del término en la lengua corriente.(13) Sin embargo, el pasaje del archivo al discurso constituyente tuvo un rol productivo en la teoría, al enfatizar el carácter fundador de ciertos discursos –discurso científico, filosófico, religioso, literario– que “dan sentido a los actos de una colectividad” (Maingueneau y Cossutta, 1995: 113). En este sentido, la problemática del archeîon se ha abierto a un conjunto de conexiones conceptuales nuevas, como las nociones de comunidad discursiva y posicionamiento.(14)


			Las distintas aproximaciones al archivo resumidas en este apartado han dado pie a diversos enfoques e investigaciones en análisis del discurso. Actualmente, en países como Argentina o Brasil, parece existir un renovado impulso en torno al uso y problematización de la noción.(15) Si bien las filiaciones de la definición usada en cada caso no siempre resultan del todo claras, las relaciones producidas al interior del dominio de memoria de la noción de archivo dan cuenta de su actualidad y productividad para pensar la discursividad.


			Los archivos de la represión


			Los archivos de la represión hacen referencia a acervos documentales de las instituciones represivas legales e ilegales cuyos procesos de apertura comparten características regionales en América Latina y otras partes del mundo (Da Silva Catela y Jelin, 2002; González Quintana, 2008), habiendo sufrido la destrucción y/o conservación, en diversas medidas, según las políticas adoptadas en los países que fueron atravesados por regímenes represivos (Marengo, 2011).


			Entre los archivos más importantes que han sido objeto de investigaciones en el ámbito latinoamericano, se encuentran el del Departamento Estadual de Ordem Política e Social (DEOPS), que funcionó en varias regiones de Brasil, los archivos de la Secretaría de Seguridad Pública (DOPS), Servicio Nacional de Informaciones (SIN), Consejo de Seguridad Nacional (CSN), Comisión General de Investigaciones (CGI), División de Inteligencia de Departamento de Policía Federal, de ese mismo país, los documentos secretos de la Policía Política de Stroessner –o Archivos del Terror–, y de la Dirección Nacional de Asuntos Técnicos, ambos de Paraguay, el archivo de la Policía Nacional de Guatemala, diversos acervos documentales y administrativos del gobierno dictatorial de Pinochet, en Chile, los archivos de la Gobernación, en México, y el de la Justicia Militar en Uruguay, entre otros.


			El acceso a estos fondos documentales ha puesto de manifiesto la existencia de complejos de prácticas de coordinación represiva entre gobiernos dictatoriales, entre los cuales destaca –por su magnitud y características– la “Operación Cóndor”,(16) pero también se han reconocido indicios de operaciones anteriores, realizadas en paralelo o superpuestas con aquella. A su vez, Melisa Slatman (2012) destaca que el descubrimiento de estos acervos ha abierto una línea de investigaciones vinculadas a la participación institucional de las dictaduras, centrada en los agentes individuales y colectivos de la represión.


			En Argentina, se han localizado, desclasificado y/o abierto a la consulta pública los archivos del Departamento de Inteligencia de la Policía de Mendoza (D2), de la Dirección de Informaciones de la Policía de la Provincia de Córdoba (D2), del Departamento de Informaciones Policiales (D2) de la Policía de la Provincia de Santiago del Estero, del Servicio de Inteligencia del Chubut (SICh) y la Unidad 6 de Rawson, de la Policía Provincial de La Rioja, de la Dirección General de Informaciones (DGI) de Santa Fe, de la Sección Informaciones de la Prefectura Naval Argentina (SIPNA) para la llamada Zona del Atlántico Norte, y de la Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provincia de Buenos Aires (DIPBA) (Da Silva Catela, 2007; González Quintana, 2008), entre otros. Asimismo, se ha encontrado documentación referente a diversos cuerpos y dependencias del Ejército en el Archivo General del Ejército. Sin embargo, todavía existen dificultades para el acceso e investigación de numerosos acervos disponibles, como el de la Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE), a lo que se suman evidencias de la destrucción o eliminación de diversos fondos archivísticos.


			Los procesos de apertura de los archivos de la represión han estado atravesados por disputas entre grupos de “emprendedores de memoria” (Jelin, 2002b), agencias estatales, personal técnico y profesional, políticos y periodistas, dando lugar, por lo general, a la creación de comisiones especializadas encargadas de gestionarlos. Dichas discusiones han focalizado, sobre todo, en los tiempos, modalidades de acceso y naturaleza de la desclasificación, así como en los distintos criterios de ordenamiento y conservación de los documentos (Da Silva Catela y Jelin, 2002; Nazar, 2010).(17) Otra de las discusiones remite a los “límites” de estos archivos: sus criterios de inclusión y propiedad, normas de acceso y uso (Jelin, 2017: 181-182). Sin embargo, también se ha disputado el carácter del proceso mismo de apertura, es decir, a qué imperativos remite en términos políticos e históricos. La proliferación en el discurso político y académico de estas representaciones, y la constitución de organismos especializados en torno al cuidado y gestión de los archivos, son expresiones de su relevancia como problema social y político.


			Ludmila da Silva Catela (2002a, 2002b) ha identificado cuatro usos principales del archivo: compensatorio, jurídico, como fuente de investigación y pedagógico. La autora subraya que estos usos entran en disputas en torno al tipo de información proporcionada. Estas discusiones remiten a la naturaleza y uso de la documentación, es decir, a los límites entre la protección de datos personales y el acceso a fuentes de investigación histórica, y entre el carácter de patrimonio estatal del archivo y el de propiedad sustraída a las víctimas de la represión (Jelin, 2002a).


			Por su parte, Slatman (2012: 48-49) ha periodizado los distintos ciclos de producción de conocimiento sobre estos acervos, distinguiendo entre aquellos “subperíodos que estuvieron determinados en primer lugar, por el hallazgo o la puesta a disposición pública de diferentes ‘archivos de la represión’ y en segundo lugar, por la acción de aquellos que emprendieron la tarea de conocer” en distintas coyunturas sociales y políticas. Según la autora, entre mediados de la década del setenta y la actualidad es posible identificar cuatro ciclos de producción de conocimiento. El primero transcurre entre los años setenta y 1992, con la publicación de “investigaciones periodísticas que narraban las terminales de la coordinación represiva utilizando como fuentes a informantes clave y declaraciones testimoniales de las víctimas”. El segundo ciclo corresponde al período 1992-1999, y se encuentra marcado por la aparición de los Archivos del Terror en Paraguay. En ese contexto, un conjunto de investigaciones profundizaron el análisis de las terminales de coordinación represiva usando las nuevas fuentes documentales disponibles. El tercer ciclo corre de 1999 a 2005, siendo definido por los procesos de desclasificación de documentos producidos por organismos estatales estadounidenses sobre Argentina y Chile, y caracterizado por “un primer acercamiento a la coordinación represiva no ya en sus terminales sino en sus mecanismos de funcionamiento”. Por último, entre 2005 y la actualidad se desarrolla un nuevo ciclo, en el que los estudiosos latinoamericanos de distintas disciplinas conforman una agenda propia de investigación, lo que permite especificar las formas de participación de cada una de las dictaduras e instituciones en la coordinación de la represión. Estos investigadores han abordado, sobre todo, archivos locales disponibles relativamente inexplorados hasta el momento.


			Archivos de la represión y políticas de la memoria


			Un repaso por la bibliografía especializada sobre los archivos de la represión permite registrar discusiones que giran alrededor de la definición y alcance histórico de la noción, así como de los sentidos y alcances de los procesos de desclasificación y apertura a la consulta pública de estos fondos documentales.


			Generalmente, la categoría archivos de la represión abarca el conjunto de los fondos documentales producidos con el objetivo de la persecución política y la represión. Una definición más amplia de la noción comprende tanto los archivos de las instituciones represivas como aquellos conformados por organizaciones o personas de la sociedad civil (Karababikián, 2007). Así, Elizabeth Jelin (2002a) ha reconstruido los procesos de constitución de diversas modalidades de archivo, identificando por lo menos tres tipos diferentes de acervos archivísticos: los de las instituciones represivas; los documentos acumulados sobre la base de listados y denuncias de casos, en general apoyados en las denuncias recogidas por las organizaciones de derechos humanos; y en tercer lugar, acervos diversos y generalmente dispersos, que reúnen “documentos, restos y rastros del período dictatorial” (Jelin, 2002a: 7).


			La relevancia del estudio de estos fondos documentales se encuentra claramente vinculada al proceso de desmantelamiento de regímenes políticos represivos en todo el mundo que se desarrolla entre la “Revolución de los Claveles” en Portugal, en 1974, y el fin del Régimen del Apartheid en Sudáfrica. Dicho proceso abarca la terminación de las dictaduras militares en América del Sur, la debacle de la Unión Soviética, la desaparición de las dictaduras conservadoras en España, Grecia y Portugal, y de una serie de regímenes represivos en el continente africano. En este sentido, la noción de archivos de la represión adquiere importancia internacional en 1993, con la decisión del Consejo Internacional de Archivos de crear un Grupo de Expertos en Archivos de la Represión, en el marco de su Mesa Redonda en México. Efectivamente, en 1995, el Consejo Internacional de Archivos crea una Comisión de Expertos en colaboración con la UNESCO, presidida entonces por el archivero Antonio González Quintana. Dicha comisión ha recomendado la conservación y protección de los archivos producidos por regímenes represivos, considerándolos “Patrimonio de la Humanidad” (González Quintana, 1999). 


			Sin embargo, María Eugenia Marengo (2012) ha propuesto el concepto de archivos de control social para problematizar la magnitud y complejidad de las actividades de vigilancia político-ideológica a lo largo de todo el siglo XX, que sería por lo tanto irreductible a los contextos dictatoriales. Esto permite vislumbrar el carácter político que adquiere toda elección conceptual, dado que lo que aquí pasa a ser enfocado es el vínculo general entre archivos y control social en los regímenes políticos tanto dictatoriales como democráticos. La cuestión de las lecturas y usos sociales y políticos de los archivos de la represión se inserta por lo tanto en una problemática más general, vinculada al carácter disputado de toda reconstrucción social del pasado y su relevancia política para pensar y actuar en el presente. Puede sostenerse entonces que los usos de estos archivos se inscriben en políticas de la memoria, noción que alude a las distintas formas de gestionar y lidiar con el pasado, pero también a las “grandes ofertas de sentido temporal”, a las narrativas generales que plantean marcos institucionales, construyen temporalidades diversas y contribuyen a marcar continuidades y rupturas (Rabotnikof, 2007: 260-261).


			La relación entre archivos de la represión y políticas de la memoria se expresa en el hecho de que muchos de estos fondos documentales han sido utilizados como registros probatorios en causas judiciales contra quienes cometieron delitos de lesa humanidad, y como fuente y corpus para diversos trabajos, investigaciones y políticas de compensación a víctimas de la represión estatal. Por su parte, el análisis de la documentación en el campo de la historia reciente ha abierto una problemática alrededor del uso de los documentos como fuente de investigación histórica, al desarrollarse diversos abordajes de las fuentes y discusiones en torno a su grado de veracidad, sus procesos de selección, así como sobre las rupturas y continuidades de la vigilancia político-ideológica en distintos regímenes políticos. Nos interesa entonces identificar algunas de las problemáticas y discusiones abiertas por el uso de estos acervos en la investigación social.


			Hemos clasificado las investigaciones sobre los archivos de la represión según las distintas aproximaciones a las que han dado lugar, identificando por lo menos tres grandes conjuntos de estudios. Si el primero refiere al impacto de los archivos en la actualidad, el segundo agrupa estudios realizados desde distintas disciplinas con propósitos de reconstrucción histórica. Por último, un tercer conjunto focaliza en los regímenes sobre lo enunciable y lo visible como condición de posibilidad de las prácticas represivas y la vigilancia político-ideológica.


			Archivos, memorias y derechos humanos


			Las investigaciones sobre el impacto de los archivos en la actualidad pueden ser compiladas en una serie de enfoques (Giraldo-Lopera, 2017):


			1. Por una parte, un enfoque específicamente orientado al uso de los archivos como evidencia o registro probatorio de la represión ilegal, según el cual los archivos son concebidos como piezas esenciales en el desarrollo de procesos de justicia transicional. Desde este punto de vista, se han constituido criterios y llamamientos a la preservación y acceso de los archivos relativos a violaciones a los derechos humanos (González Quintana, 2008) y a la construcción de cuadros de clasificación, inventarios y otros instrumentos de descripción y gestión (Joinet, 1997: 255, 270). En este marco, se han propuesto diversos enfoques orientados a reforzar y ampliar la capacidad de los regímenes transicionales en vistas de la preservación, organización, protección y diseminación de archivos que detallan transgresiones a los derechos humanos (Ciorciari, 2012), y se han historizado las políticas públicas de “verdad y memoria”, puntualizando particularmente en la importancia de la gestión de los archivos de las instituciones represivas (Garretón, González Le Saux y Lauzán, 2011).


			2. Un segundo enfoque aúna investigaciones y reflexiones producidas en el campo de la archivística vinculadas al papel de los archivos en la promoción de procesos de justicia, inclusión, cambio y beneficio social (Lopes y Konrad, 2013). En este contexto, se han propuesto distintos enfoques y definiciones de justicia social (Strauss, 2015; Punzalan y Caswell, 2016), y se han formulado interrogantes sobre el papel, activismo y compromiso político de los archivistas en el marco de procesos de reparación a las víctimas (Stinnett, 2009; Robinson, 2014). Asimismo, se han promovido formas de análisis y gestión documental colaborativas con las víctimas y sobrevivientes de regímenes represivos (Wood et al., 2014) y se ha enfatizado la necesidad de estudiar el impacto de los archivos en los procesos de cambio contemporáneos, tanto a través de los procesos y causas judiciales en los que intervienen, como en otras esferas de la vida social y la cultura (Duff et al., 2013). En este marco de estudios, un grupo de analistas vinculadas a los estudios feministas y LGTB ha dado un giro hacia la cuestión afectiva, focalizando en problemas como la empatía (Caswell y Cifor, 2016) y el alcance terapéutico (Wallace, 2014) e impacto afectivo de los archivos en distintas comunidades y ámbitos (Gilliland, 2014; Halilovich, 2014; Cifor, 2015; Caswell, Cifor y Ramírez, 2016).(18)


			3. En tercer lugar, existe una amplia gama de estudios provenientes de diversas disciplinas que han focalizado en el papel que cumplen el archivo y los archivistas en la construcción y transmisión de memorias sociales, y que problematizan el aporte de los archivos en los procesos de rendición de cuentas y justicia transicional. Estas investigaciones han generado reflexiones críticas sobre la relación entre archivos y política (Harris, 2002), archivos y ética (Jimerson, 2008; Geraci y Caswell, 2016), y archivos y derechos (Evans et al., 2015). En este conjunto también pueden situarse las perspectivas del archivo como lugar de memoria y de disputa entre memorias (Nora, 1997; Da Silva Catela, 2002a; Jelin, 2002a; Janssens, 2010). Así, los archivos vinculados a problemáticas relativas a los derechos humanos han sido estudiados como espacios de conmemoración y rememoración del pasado, pero también como espacios de disputa (Jelin, 2002a) y conquista (Da Silva Catela, 2002b). En este sentido, se ha utilizado la noción de territorio de memoria para referir a las relaciones y articulaciones entre los diversos espacios marcados y las prácticas de los agentes involucrados en el trabajo de producción de memorias de la represión. Dicho concepto permite pensar en una topografía que remite a los tejidos, jerarquías y vínculos materiales del archivo, a la vez que autoriza el uso de un léxico político vinculado a la demarcación de soberanías (Da Silva Catela, 2002b). Esta serie de investigaciones se ha centrado, además, en las disputas durante los procesos de apertura (Kahan, 2007), el rol de mediación de los archivistas (Millar, 2006), los dispositivos de acceso y gestión documental (Cox, 2012), y se han interrogado sobre el rol de los documentos en los procesos de rememoración, la búsqueda de justicia (Bellingeri, 2006) y las políticas de memoria asumidas por el Estado (Karabibikián, 2007). En este punto, diversos analistas han evidenciado las contradicciones, paradojas y potencialidades que surgen de los distintos despliegues de los documentos, sobre todo aquellos cuyo contexto de creación ha sido la represión y el terrorismo de Estado (Da Silva Catela, 2012; Magrin, 2012; Veliz, 2017), y se ha problematizado la categoría de patrimonio estatal de los archivos que contienen objetos sustraídos a víctimas de regímenes represivos (Da Silva Catela, 2008).


			4. Por último, si bien no constituye un enfoque sistemático, algunos trabajos han considerado el impacto de los archivos de la represión en la producción de representaciones y efectos de Estado. Desde la antropología se han considerado los servicios de inteligencia, sus prácticas y producciones, y las representaciones circulantes sobre los mismos, como aspectos centrales en la producción del Estado (Aretxaga, 2000, 2003; Nugent, 2010; Kendzior, 2015), y más ampliamente, se ha pensado el control del secreto, y particularmente el “secreto de Estado”, como un aspecto constitutivo del orden social (Simmel, 1906; Taussig, 1995; Penglase, 2009; Masco, 2010; Manderson et al., 2015).


			Teniendo en cuenta este primer conjunto de investigaciones, es posible registrar una posición dominante que entiende los procesos de desclasificación y apertura de los archivos de la represión como actos de rendición de cuentas por parte del Estado, enmarcados en procesos de justicia transicional (Elster, 2006) de diverso alcance temporal. En este sentido, generalmente se ha hablado de “patrimonialización” (Villalta Luna, 2014), “legado” o “donación” (Da Silva Catela, 2002a), “democratización” (Karababikián, 2007; Aguirre y Villa-Flores, 2009), “conquista” (Da Silva Catela, 2002b; Flier, 2015), “recuperación” (González Quintana, 2008) y “rendición de cuentas” (accountability) (Jimerson, 2006; Caswell, 2010). Implícitas en el uso de estas diferentes categorías, pueden registrarse preocupaciones en torno a las problemáticas de la democratización y la transparencia institucionales, donde el carácter secreto o público y el acceso a los archivos estatales juegan un rol prominente; pero también cierto énfasis alrededor de la importancia de la presión social ejercida por grupos y organizaciones de derechos humanos, la cual ha servido para “recuperar” estos acervos y ampararlos de su posible destrucción.


			Considerando la relevancia que adquiere el uso de los archivos de la represión a partir de la década de los noventa, y teniendo en cuenta que su uso mayoritario se ha orientado a las problemáticas abiertas por el proceso de desmantelamiento de los regímenes represivos y totalitarios de la segunda mitad del siglo XX, sostenemos como hipótesis que estos usos se han enmarcado generalmente en los límites del horizonte de expectativas (Koselleck, 1993) abierto en el período 1989-1991, globalmente signado por la caída del Muro de Berlín y de los llamados “socialismos reales”.(19) En este contexto, la retórica de la ciudadanía insiste en el reforzamiento del sistema político democrático e integra las variadas representaciones que conciben al Estado como garante del “bien común”, y a los ciudadanos como actores cuyo rol es debatir y consensuar sus derechos y obligaciones coordinados por el Estado o sus agencias en distintas instancias de participación colectiva. En este contexto, la apertura pública y el acceso a los archivos de derechos humanos son considerados índices de democratización del sistema político.


			Sin embargo, también se registran matices y discusiones en torno a los sentidos de la apertura de los archivos y sus efectos para el gobierno y la construcción de hegemonía. Así, Graciela Karababikián (2007) ha planteado que, si bien el conocimiento, la preservación y la accesibilidad al patrimonio archivístico deberían ser considerados como índices de la democratización efectiva de la sociedad, el control de la información y de su acceso continúa formando parte de la construcción hegemónica del Estado en función del gobierno de la sociedad y el mantenimiento del orden social. Por otro lado, María Alejandra Vitale y Adriana Minardi (2013) sostienen que los lugares de memoria, en particular los archivos, pueden ser considerados como artefactos, concretos y simbólicos, utilizados por el Estado para afianzar su posición hegemónica. Según las autoras, los procesos de apertura de estos acervos “han ayudado a construir y, en muchos casos, han dado identidad a una estructura estatal” (Vitale y Minardi, 2013: 73). Por su parte, Tello (2018a: 147) mantiene que tanto el secreto que la misma desclasificación recoge, como la nueva condición de circulación y acceso a los documentos, se constituyó en una “prueba de blancura de los gobiernos post-dictatoriales, es decir, técnica de normalización democrática que sigue encubriendo la continuidad de la violencia arcóntica de la que estos mismos documentos han sido producto”.


			Analizando el caso de la DIPBA, Marengo (2011) se ha interrogado sobre las razones de la preservación de los archivos de la represión, señalando que posiblemente remitan a su papel como prueba material e inmortalizante del terrorismo de Estado. Interrogándose sobre el carácter de verdad de los archivos, y su influjo en los procesos de rememoración, esta autora sugiere que el conocimiento público de su existencia entraña o hace público el “secreto de Estado”, y al mismo tiempo corporiza, devela y nominaliza dicho sistema de terror. En un sentido similar, Traverso (2007: 80) ha destacado que los archivos generan un “efecto de notoriedad retrospectiva, absorben toda la atención y la variedad de problemas deslindados de las dictaduras y sus secuelas, y sobredimensionan las esperanzas sobre su potencial”. Por último, para el caso del País Vasco, Begoña Aretxaga (2000: 43) ha señalado que “la mirada en la ‘interioridad’ laberíntica del estado no necesariamente disipa su poder ‘mágico’”, sino que puede desencadenar una interminable proliferación de discursos sobre el Estado que acentúan su (represiva) presencia cotidiana.


			Como advierte Jelin (2002a, 2017), las luchas sociales y políticas sobre los archivos de la represión también se han centrado en sus contenidos, propiedad y acceso. Los intereses de distintos sectores de la sociedad se contraponen y antagonizan respecto del uso de estos acervos, cuestión que remarca la importancia de la asunción explícita de compromisos políticos cuando se trata de investigar estos archivos.


			Archivos de la represión e historia reciente


			Las investigaciones que han utilizado la documentación de las instituciones represivas en vistas de la reconstrucción de diversos aspectos del pasado reciente han estado generalmente enmarcadas en los estudios históricos y antropológicos. Este conjunto puede ser clasificado según los tipos de aproximación a los archivos, registrándose por lo menos dos enfoques diferenciados.


			1. Un primer enfoque fuertemente vinculado a las disciplinas sociales e históricas, en el que los archivos de la represión han sido utilizados para estudiar aspectos de la inteligencia político-ideológica en distintos períodos y lugares. Para nombrar un ejemplo, en Argentina el archivo de la DIPBA ha sido utilizado para investigar cuestiones vinculadas a la represión y la inteligencia policial (Funes, 2004, 2006; Funes y Jaschek, 2005; Barreneche, 2010; Zapata, 2012), los imaginarios represivos (Flier, 2006) y la censura de textos (Bossié, 2009; Funes, 2006). Su documentación también se ha usado para investigar la vigilancia político-ideológica a los exiliados políticos (Jensen y Lastra, 2014; Casola, 2017), la comunidad judía (Kahan, 2008, 2010, 2011; Kahan y Karepovs, 2009), el Movimiento de Sacerdotes para el Tercer Mundo (Catoggio, 2008), el campo cultural argentino (Funes, 2007a, 2007b, 2008), la prensa (Sampietro, 2017), el rock (Pujol, 2005a, 2005b), las instituciones universitarias (Pagano y Gómez, 2013; Lanteri et al., 2015), el movimiento obrero y sindical (González Canosa, 2011, Lenci, 2011; Pozzi, 2012; Basualdo 2018), el movimiento estudiantil (Orbe, 2007; Tolentino, 2012) y las organizaciones políticas (Castillo, 2008; Galván, 2009; Peralta, 2015), de mujeres (Balbuena y Nazar, 2010) y de derechos humanos (Cueto Rúa, 2010; D’Antonio, 2017). Dichas producciones se caracterizan por focalizar, entre otras cuestiones, en el funcionamiento y prácticas de los servicios de inteligencia, proveyendo elementos imprescindibles para la reconstrucción histórica de los procesos represivos en distintas partes del país. Asimismo, los documentos de este archivo han servido como fuente para el abordaje de diversos aspectos del pasado reciente, siendo mencionado en cientos de artículos científicos, ponencias, tesis y tesinas, libros y otros tipos de producciones pertenecientes a distintas áreas disciplinares, desde el momento de su apertura hasta la actualidad. Sin embargo, se registran pocos casos en los que se haya utilizado esta documentación para el análisis de los períodos posdictatoriales. Por otra parte, y a diferencia del archivo de la DIPBA, la mayoría de los archivos de instituciones represivas desclasificados en Argentina –como el archivo de la DGI de Santa Fe, y el de la ex SIPNA– han sido objeto de una menor cantidad de abordajes.


			2. En segundo lugar, también se ha propuesto una aproximación etnográfica a este tipo de acervos. En Argentina, la etnografía de archivos y documentos estatales ha cobrado gran relevancia, particularmente en el campo de estudios de la historia reciente (Sarrabayrouse Oliveira, 2009). Al respecto, Gastón Gil (2010: 260) sostiene que “el trabajo sobre archivos implica una labor etnográfica tan rica como compleja, sobre todo en este caso cuando esos materiales se encuentran en diverso estado de organización y con marcadas dificultades para acceder a ellos”. Por su lado, Muzzopappa y Carla Villalta (2011) han desarrollado una descripción de los obstáculos y precauciones metodológicas adoptadas para el análisis de archivos estatales, y consideran que esos documentos deben ser construidos como campo de indagación en sí mismo. Respecto de su aporte a la producción de conocimiento sobre el pasado, sostienen que la etnografía de archivos estatales permite analizar cómo opera el Estado, y estudiar e interpretar los modos en que se instituyen y funcionan las burocracias estatales. En este marco, se han desarrollado algunas investigaciones etnográficas sobre los archivos de la represión. Por ejemplo, Gabriel Jäkel y Rafael Farace (2016: 88) han utilizado la documentación del Servicio de Informaciones de la Provincia de Buenos Aires para analizar las prácticas y protocolos de esta agencia y “caracterizar el archivo consultado reconstruyendo la trama de relaciones que se constituyó detrás de la producción, clasificación, circulación y resguardo de los distintos tipos de registros acopiados por la mencionada agencia de inteligencia”. Muzzopappa (2016) ha reconstruido el sistema de clasificación supuesto en un archivo de la inteligencia naval argentina, secuestrado a partir de una orden judicial en la ciudad de Trelew, lo que le ha permitido avanzar hipótesis sobre las lógicas de constitución del Estado y sus burocracias. Melisa Paiaro (2015, 2018) ha estudiado los “libros de guardia” del Comando Radioeléctrico de la Policía de la Provincia de Córdoba, focalizando en la construcción narrativa de los “procedimientos” que caracterizan la producción de sujetos y acciones “sospechosas”. Desde una perspectiva antropológica, Colman (2018b) ha analizado dos tomos de un legajo del archivo de la DIPBA referidos a la Universidad Nacional de La Plata, identificando políticas educativas y espaciales que formaron parte de una política de control espacial-poblacional que transformó la vida universitaria de dicha localidad durante la última dictadura militar argentina. Por último, Da Silva Catela (2002a, 2007) ha propuesto una perspectiva de trabajo etnográfico con los archivos de la represión, pero centrándose en el rol de los investigadores en su trabajo con este tipo de fuentes. Dicha autora plantea que “para el etnógrafo, el hecho que el archivo sea un lugar tan sagrado del historiador facilita la desnaturalización y el acercamiento a partir de la caracterización del barrio y del edificio que lo contiene, de su estructura espacial, de las personas que lo frecuentan, sus actitudes, posturas, etc.” (Da Silva Catela, 2002a: 216).


			En todo este segundo conjunto de investigaciones hemos podido registrar discusiones orientadas al uso de los archivos como fuente de investigación histórica, a los imaginarios sobre la represión y los servicios de inteligencia desde los que se interpreta la documentación, y al problema de las rupturas y continuidades entre regímenes represivos y democráticos. En primer lugar, a partir de una investigación sobre distintas modalidades de reconocimiento de la documentación obrante en el archivo de la DIPBA, hemos encontrado al menos dos modalidades de aproximación diferentes a los documentos como fuente. Por un lado, una aproximación que utiliza la documentación del archivo como forma de acercarse a diversos aspectos del pasado. Este tipo de abordajes utilizan tanto la información proporcionada por los informes y otros tipos documentales producidos por instituciones represivas, como también aquellos otros –panfletos, volantes, notas de periódicos, etcétera– secuestrados o apropiados en el trabajo de campo de los agentes. Por ejemplo, Nora Pagano y Analía Gómez (2013: 57), en su trabajo dedicado a reconstruir los derroteros de la Universidad Nacional de Luján entre 1973 y 1979, plantean que no aspiran a “establecer la veracidad o falsedad de lo informado en la fuente, sino a describir lo que en ella se menciona en relación a distintos aspectos del ámbito universitario”. Este tipo de estudios se aproxima a los archivos como fuente, y es posible registrar un abordaje de la documentación que focaliza sobre todo en lo que los documentos “dicen”.
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